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LA OFERTA: CERTIFICADOS ANEXOS. SEGURIDAD SOCIAL Y 
ANTECEDENTES DEL PROPONENTE1 

 
 

Matheo Restrepo Yepes2 
 
 

RESUMEN. Como una práctica en ascenso, las entidades estatales tienden a 
estructurar pliegos de condiciones donde se exige aportar un alto número de 
certificaciones. El texto, en primer lugar, explica el certificado de aportes 
parafiscales en clave de su fundamento jurídico, análisis práctico y casuística. 
En un segundo momento, recoge sintéticamente los principales certificados 

solicitados. Allí se evalúa críticamente la duplicidad de la información y la 
necesidad de unificación en cuanto a plataformas electrónicas. 

 
 
Introducción  

 

Comúnmente, los pliegos de condiciones de las entidades estatales suelen exigir 

que los interesados anexen un amplio número de formatos y certificados junto con 

la propuesta, según sea el objeto del contrato. Si bien este texto versa sobre un 

grupo selecto de certificados3, es preciso realizar una sintética reflexión sobre esta 

tendencia. En primer lugar, se sugiere que el estudio de cada uno de estos 

certificados evalúe si su exigencia proviene del cumplimiento de una norma de 

rango legal o reglamentaria, o si hace parte del amplio margen de discrecionalidad 

―no arbitrariedad― que tiene cada entidad para confeccionar los pliegos de 

condiciones. En otras palabras, más que cuestionar la legitimidad o legalidad de la 

 
1 Este ensayo, escrito para la sesión del 19 de noviembre de 2022, hace parte de la 

labor de apoyo a la investigación que el Auxiliar de Investigación realiza al interior del Grupo 
de Estudio de Derecho Público adscrito al CEDA, para cuya preparación recibió la 

orientación del Profesor Sebastián Ramírez Grisales, y se utiliza no solo para enriquecer el 

trabajo que el Investigador Principal adelanta al interior del CEDA –que finalmente 
aprovecha para construir el texto definitivo–, sino también para beneficio de toda la 

comunidad académica. La línea de investigación en la que se enmarca el ensayo es el 

Régimen de la Contratación Estatal, dirigida por el Profesor −Investigador Principal− Fabián 

Gonzalo Marín Cortés.     
2 Auxiliar de Investigación del Grupo de Estudio de Derecho Público, Nivel III, adscrito 

al Centro de Estudios de Derecho Administrativo −CEDA−. 
3 Se abordan los siguientes certificados: 

i) Certificado de aportes parafiscales. 

ii) Certificados de antecedentes disciplinarios. 

iii) Certificados de antecedentes fiscales. 

iv) Certificados de antecedentes judiciales ―policivo―. 
v) Certificado de medidas correctivas. 

vi) Certificado de antecedentes profesionales ―disciplinarios―. 
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formulación del requisito, se propone una lectura en clave del sistema de fuentes 

y las implicaciones que esto pueda tener. 

En segundo lugar, es posible clasificar estos certificados en atención a la 

teleología de su exigencia en el pliego de condiciones. Por una parte, existen 

certificados que pretenden satisfacer un deber legal, por ejemplo, aquellos 

relacionados con el cumplimiento de las obligaciones de la seguridad social y 

parafiscales, como se verá más adelante. Por otra parte, es recurrente que las 

entidades soliciten certificados que acreditan que el proponente no se encuentra 

incurso en una causal de inhabilidad o incompatibilidad. 

En tercer lugar, el segundo grupo de certificados configuran una exigencia 

en los pliegos de condiciones que, sin duda, traslada una labor propia de cada 

entidad a los proponentes: la verificación del régimen de inhabilidades e 

incompatibilidades. Si bien se considera que la verificación de estas circunstancias 

en las plataformas web habilitadas para tal fin es muy sencilla, es evidente que la 

solicitud de estos certificados al interesado resulta un ahorro de recursos 

administrativos ―tiempo y fuerza de trabajo― para todas las entidades. Finalmente, 

se precisa que el análisis de estas certificaciones se relaciona con el régimen de 

inhabilidades e incompatibilidades desarrollado en sesiones anteriores; no 

obstante, la perspectiva de estudio es la acreditación al momento de la 

presentación de la oferta y no la causal de afectación a la capacidad propiamente, 

pues dichos temas se abordaron en sesiones anteriores.  

 
1. Certificado de aportes parafiscales 
 
La Real Academia Española define parafiscal como «Dicho de un tributo o de una 

tasa: Que no pertenecen a los impuestos fiscales». En Colombia, los aportes 

parafiscales son las contribuciones obligatorias que los empleadores deben realizar 

al Instituto Colombiano de Bienestar familiar ―ICBF―, el Servicio Nacional de 

Aprendizaje ―SENA― y a las cajas de compensación familiar. En otras apalabras, 

se trata de una contribución a cargo de los empleadores, y no es propiamente un 

impuesto. En cuanto al monto de los aportes, este equivale a un 9% del valor de la 

nómina4, el cual se distribuye: un 2% para el SENA, un 3% para el ICBF y el 4% 

restante corresponde a la caja de compensación familiar. 

 
4 El artículo 17 de la Ley 21 de 1982 precisa qué entender por «nómina» respecto a 

la liquidación de estas obligaciones: «Para efectos de la liquidación de los aportes al Régimen 

del Subsidio Familiar, Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA), Escuela Superior de 

Administración (ESAP), Escuelas Industriales e Institutos Técnicos, se entiende por nómina 

mensual de salarios la totalidad de los pagas hechos por concepto de los diferentes 

elementos integrantes del salario en los pagos hechos por concepto de los diferentes 
elementos integrantes del salario en los términos de la Ley Laboral, cualquiera que sea su 

denominación y además, los verificados por descansos remunerados de ley y 

convencionales o contractuales. 
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Con el objetivo de «apoyar el empleo y ampliar la protección social», se 

expidió la Ley 789 de 2002. El artículo 50 ibidem, ordenó que la celebración, 

renovación o liquidación de cualquier contrato estatal requiere el cumplimiento del 

contratista de las obligaciones propias del sistema de seguridad social ―salud, 

pensión y riesgos profesionales―, así como los aportes parafiscales anteriormente 

descritos, claro, siempre que la ley lo disponga. A su vez, la norma exige que las 

entidades estatales verifiquen y dejen constancia del cumplimiento de estas 

obligaciones del contratista al liquidar el contrato. Las entidades están obligadas a 

retener las sumas adeudadas al sistema, en caso de que se corrobore que no se 

cumplió totalmente con las obligaciones. 

De forma más concreta, para el tema en que se pretende profundizar, el 

inciso 4 del artículo 50 preceptúa que «Para la presentación de ofertas por parte de 

personas jurídicas será indispensable acreditar el requisito señalado 

anteriormente. El funcionario que no deje constancia de la verificación del 

cumplimiento de este requisito incurrirá en causal de mala conducta». En 

conclusión, se trata de una obligación ineludible durante la presentación de la 

oferta.  

Además de la norma anterior, es importante tener en cuenta que el artículo 

23 de la Ley 1150 de 2007 reformó el artículo 41 de la Ley 80 de 1993, que regula 

los requisitos para el perfeccionamiento del contrato. De este modo, la segunda 

parte del segundo inciso del artículo 41 dispone: «El proponente y el contratista 

deberán acreditar que se encuentran al día en el pago de aportes parafiscales 

relativos al Sistema de Seguridad Social Integral, así como los propios del Sena, 

ICBF y Cajas de Compensación Familiar, cuando corresponda» (Cursiva fuera del 

original); de allí que la acreditación de estos aportes represente un requisito sine 

qua non para participar en un procedimiento de selección y, por lo tanto, su 

incumplimiento representa una causal de rechazo que suele tipificarse en los 

pliegos de condiciones5. 

Acreditar esta obligación legal varía según el tipo de proponente. En el caso 

de las personas jurídicas, el artículo 50 de la Ley 789 dispone explícitamente: 

«[…] se deberá acreditar el pago de los aportes de sus empleados, a los 
sistemas mencionados mediante certificación expedida por el revisor 
fiscal, cuando este exista de acuerdo con los requerimientos de ley, o por 
el representante legal durante un lapso equivalente al que exija el 

 
»[…]». 
5 En complemento, el parágrafo 1 ejusdem dispone que: «El requisito establecido en 

la parte final del inciso segundo de este artículo, deberá acreditarse para la realización de 

cada pago derivado del contrato estatal. 
»El servidor público que sin justa causa no verifique el pago de los aportes a que se 

refiere el presente artículo, incurrirá en causal de mala conducta, que será sancionada con 

arreglo al régimen disciplinario vigente». 
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respectivo régimen de contratación para que se hubiera constituido la 
sociedad, el cuál en todo caso no será inferior a los seis (6) meses 
anteriores a la celebración del contrato. En el evento en que la sociedad 
no tenga más de seis (6) meses de constituida, deberá acreditar los pagos 
a partir de la fecha de su constitución». 

 

Según esta redacción, las personas jurídicas cumplen con este requisito 

aportando un certificado expedido por un sujeto cualificado: el revisor fiscal, 

siempre que la Ley exija a la sociedad contar con uno; en su defecto, el 

representante legal6. Se destaca que el certificado debe acreditar el cumplimiento 

de estas obligaciones legales durante, por lo menos, 6 meses antes de la celebración 

del contrato. En otras palabras, se puede acreditar un período superior a los 6 

meses; sin embargo, si la sociedad tiene menos de 6 meses desde su constitución, 

se deben certificar los pagos desde este momento y hasta la presentación de la 

oferta. En el caso de los proponentes plurales, esto es, uniones temporales y 

consorcios, el representante de la persona plural debe anexar en la oferta el 

certificado de cada una de las sociedades integrantes. Si, por alguna razón, la 

persona jurídica no ha tenido personal a cargo durante los últimos 6 meses, deberá 

indicarlo bajo gravedad de juramento en la propuesta7.  

Por su parte, en cuanto a las personas naturales, es preciso recordar que 

aunque las personas naturales también pueden fingir como empleadores, el 

artículo 50 de la Ley 789 de 2002 formula la exigencia explicada anteriormente 

frente a las personas jurídicas. De este modo, una persona natural no es sujeto de 

presentación del certificado, pues basta que demuestre su afiliación al sistema de 

seguridad social ―salud, pensión y riesgos laborales―8; no obstante, si se trata de 

 
6 En atención al artículo 13 (1-a) de la Ley 43 de 1990, cualquier revisor fiscal de 

tener la calidad de contador público. Asimismo, el parágrafo 2 del mismo artículo regula 

los escenarios en que las personas jurídicas deben contar con revisoría fiscal, esto es,  en 

el caso de «[…] todas las sociedades comerciales, de cualquier naturaleza, cuyos activos 

brutos al 31 de diciembre del año inmediatamente anterior sean o excedan el equivalente 

de cinco mil salarios mínimos y/o cuyos ingresos brutos durante el año inmediatamente 
anterior sean o excedan al equivalente a tres mil salarios mínimos». 

7 Colombia Compra Eficiente, sobre este punto, se ha referido al qué hacer durante 

la verificación posterior a la adjudicación y previa a la firma del contrato; sin embargo, es 

bastante razonable aplicar la misma solución durante la presentación de la oferta: «El 

último evento regulado en este numeral está relacionado con la acreditación del pago de 

seguridad social y aportes legales para la suscripción del contrato. En este caso, el 
adjudicatario deberá presentar la declaración de cumplimiento de esta obligación, y cuando 

no tenga o haya tenido dentro de los seis (6) meses anteriores a la firma del contrato 

personal a cargo, deberá indicarlo bajo la gravedad del juramento» (AGENCIA NACIONAL 

DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Concepto del 19 de 

septiembre de 2019. Rad. 2201913000006970). 
8 Al respecto, la Agencia Nacional de Contratación Pública ha resumido el requisito 

en los siguientes términos: «En este sentido, la verificación del aporte al pago al sistema de 

seguridad social cambia dependiendo si se trata de una persona natural o de una jurídica: 
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una persona natural que emplea otras personas considero pertinente que se 

aporten: i) las constancias de pago de los aportes durante los últimos 6 meses o ii) 

certificado emitido bajo gravedad de juramento por parte de contador público 

certificado.  

Ahora bien ¿qué sucede si el empleador no está al día con las obligaciones 

parafiscales, pero ha suscrito acuerdos de pago para normalizar esta situación? El 

Consejo de Estado ya tuvo la oportunidad de revisar y resolver esta situación 

particular, donde una Unidad Administrativa Especial ―UAE― adelantó un 

concurso público con el objeto de contratar la interventoría integral de determinado 

grupo de contratos. La propuesta que fue calificada en el primer orden de 

elegibilidad fue rechazada. Se sostuvo que no cumplió con el requisito del artículo 

50 de la Ley 789 pues, entre los documentos de acreditación, se anexó un acuerdo 

de pago con el ICBF, con el ánimo de demostrar que se estaba al día con la 

obligación parafiscal. Esta circunstancia fue puesta en conocimiento de la UAE por 

parte de otro proponente.  

La entidad concluyó que el acuerdo de pago anexado tenía un efecto 

absolutamente contrario a lo pretendido por el proponente: en lugar de acreditar el 

cumplimiento de la obligación, es prueba «fehaciente» de estar en mora. Pese a que 

se alegó la novación de la obligación con la celebración del acuerdo de pago, la Sala 

estimó que esto no constituía más que una prórroga y respaldó la decisión de la 

entidad en cuanto al rechazo de la oferta. Al respecto, comentó:  

 

«Por consiguiente, en el sub examine, el acuerdo de pago suscrito entre 
el ICBF y la Sociedad Plataforma Ingeniería y Cía. Ltda. Respecto de las 
sumas que esta última adeudaba al Instituto por concepto de aportes 
parafiscales no generó un cambio sustancial en su relación obligacional 
ni, mucho menos, la sustituyó con una nueva, pues simplemente, de 
acuerdo con la potestad legal conferida, amplió el plazo para su pago. En 
consecuencia, la obligación de pago primigenia subsistía y el acuerdo de 
pago se constituía como una prueba fehaciente de que la sociedad referida 
no se encontraba al día en el pago de la totalidad de la obligación de pagos 
parafiscales al momento de presentar oferta. 
 
»En este orden de ideas, se concluye, en línea con las consideraciones 
vertidas por el a quo al emitir fallo de primera instancia, que la decisión 

 
i) si es una natural, la entidad estatal verificará el pago al sistema de seguridad social 

cuando se realicen los pagos del contrato, es decir, durante su ejecución y ii) si se refiere a 

una persona jurídica, el comprobante de pago de los aportes al sistema de seguridad social 

de sus empleados se debe aportar con la presentación de la oferta, y este constituye un 

criterio de admisión de la misma; sin perjuicio de que durante la ejecución del contrato 
también se acredite el pago al sistema de seguridad social para cancelar las cuentas o 

facturas» (AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA 

EFICIENTE. Concepto del 11 de octubre de 2019. Rad. 2201913000007603). 
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de la gerente de la UAESP al declarar inhábil la propuesta presentada 
por la UT Plataforma Ambiental, debido a que uno de sus integrantes, la 
Sociedad Plataforma Ingeniería y Cía. Ltda. No certificó en debida forma 
los pagos de los aportes parafiscales en favor del ICBF, pues solo aportó 
un acuerdo de pago, estuvo ceñida no solo a los términos de referencia 
sino también a la normatividad vigente sobre la materia»9 (énfasis fuera 
de texto). 

 

La Corporación fue enfática en señalar que la teleología del artículo 50 

superaba la promoción de la cultura de pago en cuanto a deberes parafiscales y de 

seguridad social, pues se trataba de una sanción relativa a conductas evasivas. Sin 

el ánimo de ingresar en la discusión sobre la novación o no de la obligación con la 

suscripción de un acuerdo de pago ―quizá el tema más decisivo, pero poco 

desarrollado en la sentencia―, considero que esta es una conducta que demuestra 

voluntad por parte del deudor en cuanto al cumplimiento de la obligación. Así como 

la mora demuestra desinterés y debe ser sancionada, la voluntad de pago podría 

ser recompensada, por ejemplo, permitiendo la suscripción de contratos estatales. 

Para cerrar el análisis de este certificado, es preciso considerar si se trata de 

un requisito subsanable o no. Colombia Compra Eficiente ha propuesto parámetros 

claros para aplicar la regla general de subsanabilidad de requisitos dispuesta en el 

parágrafo 1 del artículo 5 de la Ley 1150 de 200710. Los requisitos subsanables son 

aquellos que no sirven para comparar las propuestas, lo que se ha equiparado 

comúnmente al no otorgamiento de puntaje. Además, el otro punto determinante 

es que el objeto de subsanación no puede ser el cumplimiento del requisito con el 

que no se contaba materialmente antes del cierre del proceso, es decir, el pago de 

las obligaciones parafiscales, sino su certificación. Así lo propone el ente rector: 

 

«Un mejor entendimiento del significado de la expresión “circunstancias 
ocurridas con posterioridad al cierre del proceso” implica distinguir entre 
la prueba de un hecho y el hecho mismo. En el caso de la subsanabilidad 
de las ofertas, una cosa es el requisito habilitante o el elemento de la 
propuesta y otra su prueba. Lo que prohíbe la norma es que se subsanen 
requisitos que no estaban materialmente cumplidos al momento de 

 
9 CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Subsección C. Sentencia del 28 de 

febrero de 2022. Rad. 54.847. C.P. Jaime Enrique Rodríguez Navas. 
10 El parágrafo dispone: «La ausencia de requisitos o la falta de documentos 

referentes a la futura contratación o al proponente, no necesarios para la comparación de 
las propuestas no servirán de título suficiente para el rechazo de los ofrecimientos hechos. 

En consecuencia, todos aquellos requisitos de la propuesta que no afecten la asignación de 

puntaje, deberán ser solicitados por las entidades estatales y deberán ser entregados por 

los proponentes hasta el término de traslado del informe de evaluación que corresponda a 

cada modalidad de selección, salvo lo dispuesto para el proceso de Mínima cuantía y para 
el proceso de selección a través del sistema de subasta. Serán rechazadas las ofertas de 

aquellos proponentes que no suministren la información y la documentación solicitada por 

la entidad estatal hasta el plazo anteriormente señalado» (énfasis fuera de texto). 
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presentación de la oferta, o en palabras de la ley, que se acrediten hechos 
que ocurrieron después del cierre del proceso» (énfasis fuera de texto)11. 
 

Aplicada esta lógica, y tratándose de un requisito que no es pertinente para 

comparar las propuestas, se concluye que la certificación del cumplimiento de 

obligaciones parafiscales es subsanable hasta que concluya el término de traslado 

del informe de evaluación. Si no se subsana, como ya se enunció, la entidad debe 

rechazar la propuesta. 

 
2. Certificados de antecedentes del proponente 
 

a. Certificados de antecedentes disciplinarios 

 

El artículo 238 de la Ley 1952 de 2019 dispone que deben ser registradas en la 

«División de Registro y Control y Correspondencia» de la Procuraduría General de 

la Nación: i) las sanciones penales y disciplinarias; las inhabilidades que se deriven 

de ii) las relaciones contractuales con el Estado; iii) los fallos con responsabilidad 

fiscal; iv) las decisiones de pérdida de investidura; v) de las condenas proferidas en 

ejercicio de la acción de repetición o llamamiento en garantía con fines de repetición 

y del ejercicio de profesiones liberales. Toda esta información es acreditada por la 

dependencia y consta en el certificado de antecedentes profesionales. Este 

documento es gratuito, se expide para personas naturales o jurídicas y cuando es 

requerido en los pliegos de condiciones, debe considerarse un requisito 

subsanable. 

Para reglamentar este certificado, la Procuraduría General de la Nación 

expidió la Resolución 461 de 2016. El artículo 6 ibidem dispone que existen dos 

tipos de certificados: ordinarios y especiales. La diferencia entre ambos 

documentos es simple: el certificado de antecedentes disciplinarios especial integra 

las inhabilidades exclusivas de determinados cargos. En cuanto a su expedición, 

el Capítulo II de la Resolución determina que la información reside 

permanentemente en la plataforma electrónica «SIRI» y que, por tanto, el certificado 

puede solicitarse en cualquier sede de la Procuraduría General de la Nación o 

descargarse directamente de la página web de la entidad. Asimismo, el artículo 11 

determina claramente cuáles son los sujetos que deben ingresar la información a 

la plataforma «SIRI» según sea el tipo de responsabilidad que se registra. Sin 

embargo, no es tendencia la reglamentación de este tipo de certificados. Por el 

contrario, resulta una virtud de la Procuraduría General de la Nación, pues incurrió 

en minucia de regular qué dependencias se ocupan de la garantía y funcionamiento 

de la plataforma de información, entre otros detalles. 

 
11 AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA 

EFICIENTE. Concepto de Unificación C-285 del 20 de mayo de 2022. 
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b. Certificados de antecedentes fiscales 
  
En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 60 de la Ley 210 del 2000, la 

Contraloría General de la República publica con periodicidad trimestral un boletín 

que contiene la identidad de las personas jurídicas o naturales a quienes se les 

haya dictado un fallo con responsabilidad fiscal en firme, ejecutoriado y que no ha 

sido pagado. La teleología de dicho boletín es procurar un medio publicitario que 

garantice que las entidades estatales se abstengan de celebrar contratos con 

personas inhabilitadas en atención a su responsabilidad fiscal.  

Ahora bien, no existe una regulación precisa del certificado de antecedentes 

fiscales, este se expide con la información del Boletín comentado, en el denominado 

Sistema de Información del Boletín de Responsables Fiscales ―SIBOR―. El 

documento contiene las sanciones fiscales que se han impuesto a personas 

naturales y jurídicas. En mi concepto, teniendo en cuenta que esta información 

también se refleja en el certificado de antecedentes disciplinarios, como se explicó 

anteriormente, esto resulta en repetición de la información y, en el marco de un 

procedimiento de selección, duplicidad de la documentación. En caso de que la 

información entre una y otra plataforma no concuerde, debe priorizarse la 

publicada por la Contraloría Generale de la República, como órgano de control 

competente y con acceso prioritario a lo relacionado con la posible responsabilidad 

fiscal. Este documento se expide para personas naturales o jurídicas, es gratuito 

y, cuando es incluido en los pliegos de condiciones, es un requisito subsanable. 

 

c) Certificado de antecedentes judiciales 

 

El Decreto Ley 19 de 2012 suprimió el denominado «certificado judicial». En el 

artículo 93 dispuso: «A partir de la vigencia del presente Decreto-Ley, suprímase el 

documento certificado judicial. En consecuencia, ninguna persona está obligada a 

presentar un documento que certifique sus antecedentes judiciales para trámites 

con entidades de derecho público o privado». No obstante, el artículo 94 dispone 

que los antecedentes judiciales de cualquier persona natural, nacional o extranjera 

podrán ser consultados en línea. Es obligación del Ministerio de Defensa Nacional 

y la Policía Nacional garantizar logísticamente este acceso a la información, sin 

desmedro de la Ley General Estatutaria de Protección de Datos Personales. 

En este sentido, pese a que es recurrente que las entidades estatales 

soliciten anexar el certificado de antecedente judiciales, este no es más que una 

consulta en línea impresa desde la página web de la Policía Nacional. Al igual que 

sucede con el certificado de antecedentes fiscales, se trata de información que debe 

registrarse en el certificado de antecedentes disciplinarios que administra la 

Procuraduría General de la Nación. Nuevamente, la crítica es la duplicidad de la 
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información y la necesidad de unificar electrónicamente los registros. El 

«certificado» en cuestión es gratuito, y aplica exclusivamente para personas 

naturales y se trata de un requisito subsanable. 

 
d) Certificado de medidas correctivas 
 
El artículo 184 de la Ley 1801 de 2016 o «Código de seguridad y convivencia 

ciudadana» dispone que la Policía Nacional llevará un registro nacional de medidas 

correctivas que contine la identificación de la persona, el tipo de comportamiento 

contrario a la convivencia, el tipo de medida correctiva y el estado de pago de la 

multa o cumplimiento de la medida correctiva. De este modo, desde la página web 

de la Policía Nacional es posible expedir el certificado de forma gratuita, donde 

consta información que no es conexa al certificado de antecedentes disciplinarios. 

Al igual que los certificados anteriores, se trata de un medio publicitario orientado 

a evitar la contratación estatal con personas naturales inhabilitadas, de 

conformidad con el artículo 183, numeral 4, de la misma ley. En caso de requerirse 

en los pliegos de condiciones, se trata de un requisito subsanable. 

 
 e) Certificado de antecedentes profesionales ―disciplinarios― 
 
Finalmente, según el objeto contractual, es probable que se soliciten certificados 

de antecedentes profesionales propios de cada disciplina. Esto supone, claro, que 

los miembros de dicha profesión estén agremiados y exista regulación para el 

ejercicio de la profesión. Este certificado resulta muy particular de ciertos procesos, 

pues existirán cuantos certificados profesionales como gremios organizados. En la 

expedición, suelen participar entidades públicas y privadas. Por ejemplo, en el caso 

de los abogados, el Consejo Superior de la Judicatura tiene esta competencia; sin 

embargo, en profesiones como la ingeniería o la arquitectura, corresponde al 

Consejo Profesional de Ingeniería ―COPNIA― o el Consejo Profesional Nacional de 

Arquitectura y Profesiones Auxiliares ―CPNAA―. A diferencia de excluir una 

probable inhabilidad, la teleología de solicitar estos certificados está relacionada 

con la garantía técnica de los sujetos que ejecutan los contratos, la calidad y 

responsabilidad en su ejercicio profesional; además, que es posible que a dichos 

profesionales se les limite el ejercicio de su profesión. 
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